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Introducción 

EXISTE EL CONSENSO GENERAL QUE MARCA LA MUERTE DE FRANCISCO FRANCO como 

el inicio de un proceso que culminará con la instauración de la democracia 
política en España. En efecto, después de su muerte se inició el "proceso de 
transición hacia la democracia", en el cual, por un lado, se presentaron clara­
mente algunas contradicciones de cierta estructura política que no corres­
pondía con los cambios producidos en la sociedad española, y por otro lado, 
fue un periodo de descomposición de las instituciones políticas del régimen 
autoritario y la construcción de uno de carácter democrático. 

Así, al iniciarse la transición española, los miembros del régimen, tanto 
políticos como sociales, entre éstos los empresarios, comenzaron a partici­
par activamente en el debate político con el propósito de incidir en la orien-

españoles durante ese periodo histórico.1 

* El autor es doctor en Ciencias Políticas por la Universidad Complutense de Madrid. 
Este artículo esta dedicado a Fabiola Rodríguez Barra. 

' Cuando se habla de empresariado español se hace referencia a la posición asumida por 
la organización cúpula de los empresarios españoles, en este caso, la Confederación Española 
de Organizaciones Empresariales (CEOE). ASÍ, a pesar de que el ámbito empresarial no es ho­
mogéneo debido a que sus miembros se diferencian por el monto de su capital, su ubicación 
geográfica, su experiencia ante el poder publico y su posición en la estructura económica —lo 
que explica que los empresarios tengan intereses, posiciones y actitudes diversas (muchas de 
ellas en contraposición)-, es posible hacer mención, en general, del empresariado español en 
la medida en que se dotó de una estructura organizativa unitaria, institucional y legítima reco-
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Los empresarios durante el primer gobierno de la Monarquía 

E l 20 de noviembre de 1975, mientras el diario A B C publicaba "No hay es­
peranza, sólo queda rezar", el periódico L a V a n g u a r d i a daba la noticia de 

español adquiriría cierta dinámica que si bien podía llevarlo a un resultado 
incierto, contaba con los esfuerzos de la sociedad y de las fuerzas políticas 
de oposición que querían la instauración de un sistema democrático pleno. 
En todo caso, aunque en su momento no estuviera claro, existían ciertos 
factores que hacían prever que España pugnaba por la construcción de cierta 
forma de democracia política.2 

Los últimos meses del año 1975 se dio un periodo de creciente conflic-
tividad laboral, que se prolongó al siguiente año; gran parte de las querellas 
laborales tenía como objetivo, entre otros, protestar contra el decreto guber­
namental que estipulaba la congelación salarial y limitaba la libertad de con­
tratación colectiva, así como porque estaba relacionado con la contratación 
colectiva sindical que por esas fechas fue muy importante; tal era el caso de 
Barcelona, en donde durante los primeros días de diciembre estaban en trá­
mite 144 convenios, afectando a 526 165 trabajadores de diversas activida­
des de la producción. 3 Cabe mencionar que estos conflictos laborales se die­
ron en un contexto económico difícil. En síntesis, durante ese periodo 
aumentaron los conflictos laborales4 en el contexto de una alta inflación, 
déficit de la balanza comercial, estancamiento de la producción, paro en 

ascenso y recesión de las entre los más donantes 
traron ̂ " y ™ ™ p ^ s X 
de la muerte de Franco se mostró un intenso proceso de organización empre-

nocida como vocero tanto por sus miembros como por el gobierno y otros actores sociales y 
políticos relevantes. 

2 Al respecto véanse: Maravall, 1984; Pérez Díaz, 1993; López Pintor, 1981; yTezanos, 1989. 
3 Los meses de enero y febrero pueden ser tomados como ejemplo. En el primero la 

conflictividad se extendió a 25 ciudades y se perdieron alrededor de 20 millones de horas; y en 
el segundo, 16 millones. De acuerdo con Soto Carmona, durante el primer trimestre de ese año se 
perdieron 50 millones de horas, afectando a 1 800 000 personas; es decir, 13% de la población 
activa. En suma, estas cifras eran muy altas si se comparaban, según Maravall, con las 14.5 mi­
llones de horas perdidas en todo el año de 1975. Véase Soto Carmona, 1996. 

4 Para un análisis de los conflictos sindicales y sociales puede consultarse: Maravall, 
1984; Pérez, 1979; y Soto Carmona, 1996. 

5 Véanse Mella Márquez, 1992; Del Campo García, 1995a y 19956); López Novo, 1996; 
imio y Reverte, 1980. y Paramio; 
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sarial,6 por ejemplo, el 25 de noviembre de 1975 se llevó a cabo en el Palacio 
de los Congresos de Montjuich la "I Jornada de Estudios de la Pequeña 
y Mediana Empresa", con la participación de más de cien representantes y 

cíente. E l carácter privado de gran parte de estas explica, en gran medida, 
que poco o nada se supiera del contenido de las ponencias. No obstante, las 
organizaciones empresariales constituyeron un referente importante para dar 
a conocer el sentir del empresariado español en los primeros meses de la 

en s u ^ r ^ d e Ses' í^^^cX^Z^^Í 
Manuel Conde Bandrés como presidente, manifestó su preocupación ante 
las dificultades en las que estaba el país. En esa sesión el CNE expuso algunos 
propósitos y objetivos que buscaban ser llevados a cabo por el empresariado 
español en los meses siguientes, como la defensa de la propiedad privada y 
de la libertad de emprender, la promoción del fomento de la empresa en el 
marco de una economía de mercado, asi como el reconocimiento de la em­
presa pública como subsidiaria y complementaria de la privada, y fundamen­
talmente, tomar en cuenta que el empresario era "...parte insustituible en la 
defensa, mejora e incremento de la producción ante los supremos intereses 
de la nación".* Asimismo, el Consejo que se encargaría de difundir en la 
sociedad española la auténtica imagen de la empresa, es decir, presentarla 

T ^ ^ ^ ^ ^ ^ Z ^ m ^ n - " S O d a 1 ' 

6 Véanse Aguilar, 1985; Pardo Avellaneda y Fernández Castro, 1996; Martínez y Pardo 
Avellaneda, 1985. 

7 Entre otros, puede mencionarse el que se realizó a finales de febrero y denominado "El 
impacto de los cambios sociales en la empresa. Los efectos subyacentes de la crisis"; en este 
foro participaron importantes personalidades de la empresa. Uno más, a principios de marzo, 
llamado "Encuentro en Madrid", fue organizado por Euroforum y contó con la asistencia de 
funcionarios y empresarios españoles. En los primeros días de junio de 1976, se llevó a cabo en 
Valencia la "V Comunicación de la Unión Nacional de Empresarios de Banca, Bolsa y Aho­
rro", con la presencia de más de un centenar de representantes del sector financiero; las "IV 
Jornadas Sindicales de Exportación", promovidas por el Consejo Nacional de Empresarios y 
organizadas por el Servicio Promocional Comercial Exterior; y el "VIH Congreso Internacio­
nal de la Asociación Europea de Personal", con el tema "La Humanización del Trabajo". 

8 ABC, 28 de enero de 1976. 
9 I b i d . De la misma manera se expresó el presidente del Consejo Provincial de Empresa¬

rios de Barcelona, José María Maygual Brutau quien dio a conocer una declaración conjunta 
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Estos son algunos de los planteamientos iniciales del empresariado espa­
ñol en los comienzos de la transición. Y a pesar de los pronunciamientos 
respecto a la situación económica del país, la característica fue su desorienta¬
ción respecto al cambio político y la carencia de un discurso articulado, más 
defensivo-reactivo que propositivo.10 

Cabe mencionar que son dos los factores que sobresalen como impulsores 
de la reacción empresarial: la conflictividad laboral y la mala imagen social del 
empresario español. Respecto a la primera, fue evidente que los empresarios 
advirtieron en la fuerza y conflictividad laboral cierto panorama de inestabt-
lidad e improductividad en sus negocios, por lo que tuvteron que contar con 
un vocero que dialogara y concertara con los trabajadores un panorama so-
ciolaboral más estable. De ese modo, las demandas sindicales rebasaron con 
mucho el ámbito de la empresa, lo que motivó y reforzó el consenso para 
crear una organización empresarial representativa y legítima que negociara 
las coordenadas, alcances y ritmos de las demandas de ambos actores. 

En cuanto al segundo factor, inmediatamente se generó un consenso al 
interior del ámbito empresarial: había que quitarse la negativa imagen social 
que grandes grupos sociales les otorgaban. Así lo reconoció el presidente del 
Consejo Nacional de Empresarios: "Se presenta al empresario como el hom­
bre malo, culpable de la inflación, enemigo de los trabajadores y defrauda­
dor de los impuestos. Se está creando así un nuevo racismo en el sentido de 
hacer pensar que los empresarios son una especie de raza maldita"." Así, en 
este contexto de conflictividad laboral y de reactivación empresarial, de des­
encanto político y de incierto futuro económico 1 2 los conflictos laborales 

Cabe señalar que los conflictos laborales constituyeron elementos de pre­
sión en contra del gobierno, que se acentuaron por su vínculo con demandas 

de los Consejos de Empresarios de Barcelona, Gerona, Lérida y Tarragona, A B C , 20 de febrero de 
1976. 

1 0 Véase Pérez Díaz (1985). Cabe señalar que la nula definición empresarial acerca del 
cambio político, de acuerdo a Salvador Aguilar, se explica por el atraso ideológico de gran 
parte del empresariado español, lo que lo hizo ser lúcido a largo plazo, pero "reaccionaria y 
torpe respecto del corto plazo". También Aguilar señala el hecho de la gravedad de la transforma­
ción que se estaba dando. (Véase Aguilar, 1985, p. 71). 

11 A B C , 29 de enero de 1976. 
1 2 Por esas fechas se había devaluado la peseta, contribuyendo a acentuar la delicada 

situación de la clase trabajadora y generando mayor incertidumbre acerca del futuro del país. 
Al respecto los empresarios opinaron que el efecto de la medida devaluatoria era favorable a 

p H o ^ ^ 
1993; Rodríguez López 1989; y Lluch 1996. 
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; amnistía y de ampliación de libertades públicas. Ello debido, por un lado, a 
le en la empresa se condensaron las tensiones de la situación social y econó-

de amnistía y de ampliación de libertades públicas. Ello debido, 
que en la empresa ¡ 
mica del país; y si se considera que el sindicalismo vertical fue una de las bases 
del franquismo puede advertirse que la situación de la empresa incidió en casi 
toda la sociedad española. Por otro lado, los vínculos de las centrales sindica­
les con los partidos políticos contribuyeron a socializar y a aumentar los pro­
blemas de la empresa en ese contexto de incertidumbre política y de precarie­
dad económica. Debido a esto, los problemas de la empresa se politizaron. 

Así, la necesidad de una asociación patronal que fuese portavoz de los 
empresarios españoles ante el gobierno v los trabajadores se hizo más evidente. 

dió en lo económico. De esa forma se expresó el ministro de Hacienda, quien 
reconoció durante un coloquio organizado por la Acción Social Patronal que 
la economía política no podía estar sujeta a la evolución política sino, por el 
contrario, debía ser uno de sus pilares fundamentales. En esa ocasión los 
empresarios ahí presentes le expusieron al ministro la necesidad de seguri­
dad jurídica y certidumbre económica en cuanto a la política económica. 1 3 

El pesimismo de los empresarios españoles respecto a la situación del país 

de cuatro provincias catalanas.- En ambos se aseguraba que de continuar la 
situación imperante habría un deterioro irreversible en la economía nacional 
y en la industria y se calificaba la situación de auténtico caos económico. 

Asimismo criticaron duramente la actuación del gobierno. Al respecto expresa­
ron: [...] hemos de hacer un urgente llamado a la coherencia interna de su actua­
ción; los empresarios debemos manifestar nuestra preocupación por la falta de 

" A B C , 9 de abril de 1976. Anteriormente, un destacado líder empresarial, Agustín Rodrí­
guez Sahagún, había calificado de incierta y desconcertante la situación española, afirmando que 
los elementos que la agravaban eran la superposición de lo político sobre lo económico, así co­
mo la ausencia de una política económica coherente. De ese modo agregó: "La empresa es hoy 
seno de numerosos conflictos que a veces no sólo son laborales. Pero esta situación no puede 
tener remedio mientras que, por un lado, no se establezcan cauces eficaces para la adecuada 
participación política del pueblo español y, de otro, surjan organismos verdaderamente repre­
sentativos de las partes que intervienen en el proceso producfvo, para poder negociar y llevar 
adelante el imprescindible pacto social. Por eso, el empresario en el momento actual tiene que 

mtm^̂  
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un auténtico sentido de la anticipación política y por las posturas contradicto­
rias de miembros de la Administración. La dilación en adoptar medidas correcto­
ras de la coyuntura, la indecis ión y escaso alcance de la opc ión planteada, 
la ligereza de manifestaciones verbales sobre la socialización, la reforma de la 
empresa y las relaciones laborales, son muestras significativas de una actuación 
global que contribuye a incrementar las incertidumbres empresariales.16 

E l pesimismo empresarial fue evidente. E l diagnóstico negativo de los 
empresarios enfatizó los problemas fundamentales de la economía española, 
tales como la inflación, los conflictos laborales y la contracción de la activi-

Í Í m Í S ese" ^ ^ í ^ t ^ s u l ^ u ^ 
ante la situación social y económica, principalmente con referencia a la con-

e ^ o t ^ , 1 ^ mgar^tSo e S7p^ dfactiva p r e Í ^ a 
de los empresarios españoles. 

En este contexto no sólo el responsable de la conducción económica del 
país, el ministro de Economía Juan Miguel Villar Mir, carecía de credibili-

S a s t e p ^ 
orden público, de la hostilidad que la prensa nacional les dispensaba, así co­
mo por la oposición al conjunto de medidas económicas que el gobierno 

política económica en particular. 
En esta situación los empresarios españoles encontraron la coyuntura 

los ministros de Relaciones Sindicales y Trabajo recibieron, por separado, al 
Consejo Nacional de Empresarios. En ambas entrevistas dicha organización 

16 I b i d . De la misma forma se expresaron los empresarios aglutinados en la Cámara Ofi­
cial de Comercio e Industria; véase A B C , 2 de abril de 1976. 

ción de 

- ~ w . , . ™ w . . „ v , , - ~ „ w 
1 7 Por ejemplo, Rivera Rovira, presidente de la Cámara de Comercio, Industria y Navega¬

Je Barcelona, manifestó: "Se está hablando mucho de la reforma sindical, pero no tanto 
de la economía y si lo que queremos es una política sindical homologable con Europa, es 
fundamental también una política económica también homologable a la de Europa en donde 
en estos momentos se está produciendo una reactivación sana, mientras que en nuestro país 
esto se puede marcrutar debido a la inflación que estamos padeciendo. Reforma política y 
económica van unidas y, al no darse esta unidad, la economía está padeciendo este efecto", El 
País, 1 de julio de 1976. 
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patronal, por medio de su presidente Manuel Conde Bandrés, manifestó su 
rechazo a la ley de relaciones laborales porque con ella 

[...] se amparaba y se beneficiaba al mal trabajador en perjuicio del productor 
concienzudo y positivo [...] la ley, además de que puede provocar un freno a la 
inversión y a la creación de nuevos puestos de trabajo, tendrá una consecuencia 
negativa de retraer el capital extranjero para que invierta en España, lo que 
puede perjudicar ostensiblemente a la economía nacional.18 

El contexto social de conflicto laboral ocasionó que se agilizarán las 
deliberaciones acerca de la redacción del proyecto de ley de relaciones labo­
rales.1 9 Así, a finales de marzo fue publicado en el Boletín Oficial d e l E s t a d o 
el dictamen sobre relaciones laborales, con lo cual se cumplía el último trá­
mite para llevarlo al pleno de las Cortes. De ese modo, el 6 de abril de ese 
año la ley fue aprobada por las Cortes,2 0 incluyendo el polémico artículo 35, 
ampliamente criticado por e. líder empresarial Manuel Conde Bandrés 2 1 

Una vez aprobada la ley de relaciones laborales abundaron las opinio­
nes empresariales en contra, por ejemplo, Fernando Bau, presidente de la 

» Asimismo, Conde Bandrés aseguró que el empresario se veía desasistido de ayuda por 
parte del gobierno para hacer cumplir las disposiciones vigentes, e incluso se veía obligado a: 
"[... ] efectuar readmisiones (de trabajadores) por las presiones recibidas del mismo gobierno, 
lo que ha socavado totalmente el principio de autoridad en la empresa y han servido y sirven de 
e j e l p l o ^ f ^ n t a r ¡ ^ ^ ^ . A B ^ m ^ m l 

1 9 Desde finales de noviembre de 1975 la Comisión de Trabajo de las cortes aeimeraDa 

d e ^ p ^ 
entre los procuradores de las Cortes, en materias como la duración de la jornada laboral, garan­
tía del empleo y estabilidad en el trabajo, hasta su aproba 

2 0 Véase el Boletín Oficial del Estado, núm. 96, abril de 1976, p. 7001. Entre las principa-

servicio domestico, el trabajo de los deportistas profesionales, el de los artistas de espectáculos 
y el de alta gestión y dirección de empresas; la edad mínima de admisión al trabajo (; 
años); y la limitación de la jornada máxima legal, a 44 horas semanales, entre otras. 

21 
se estableciera 
rece el sistema 

el de al* gestión' y £ ^ ¿ ¿ ^ U ¿ Z Z ¿ £ te^nl^^ll 
- * • la limitación de la jornada máxima legal, a 44 horas semanales, entre otras. 

En las Cortes, Manuel Conde Bandrés propuso durante el debate un artículo en el que 
leciera el despido libre y subrayó: "El proyecto de ley que tenemos ante nosotros endu-

w i i s t e m a a c t u a l h a s t a l í m i t e s 1 u e c o n v i e r t e n d e h e c h 0 inamovible la presencia del traba­
jador en la empresa [...] Pone en riesgo la inversión creadora de nuevos puestos de trabajo, 
deteriora la disciplina y las relaciones humanas en las empresas, especialmente las medianas y 

pequeñas, que son i ^ o r L ^ el ^ í s " ^ 
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cial de Empresarios, Enrique Álvarez, en tono pesimista advirtió que con la 
puesta en práctica de la ley de relaciones laborales desaparecerían muchas 
medianas y pequeñas empresas españolas: "...tras la aprobación, los empresa­
rios estamos pensando en quitarnos del negocio [...] A partir de ahora aumen­
tará la desconfianza empresarial, por lo que muchos posibles empresarios se 
abstendrán de invertir".2 2 

Fueron varios y de naturaleza distinta los elementos que dieron origen a 

consenso acerca de intereses comunes, como el cuidado de la propiedad priva­
da, el modelo de la economía de mercado, la defensa de la empresa y de la ini­
ciativa individual. También la necesidad de contar con una organización em­
presarial unitaria, reconocida y autorizada, para hablar y negociar en nombre 
de los empresarios con el gobierno y los trabajadores.23 Otro elemento más lo 
constituyó el previsible contexto democrático, que impulsó a actuar al empre-
sariado español. Por otra parte estaba el hecho de que las reivindicaciones de 
los trabajadores fueron más allá del ámbito estrictamente económico o labo¬
ral. En efecto, muchas de las plataformas reivindicatorías de los trabajadores 
incluyeron amnistía para presos y exiliados políticos. Ante estos hechos, el 
empresariado estaba ante la disyuntiva de presionar a favor de la llamada 
ruptura democrática o esperar a que el contexto político y sindical mejorara. 

Finalmente hay que hacer énfasis en dos datos en cuanto a los intereses 
de los empresarios españoles: a) las transformaciones de la sociedad y la 
economía española, y b ) la aparición de uná nueva clase empresarial, los 
profesionales de la gestión, no identificados necesariamente con la propie­
dad de la empresa ni con la imagen del empresario o capitalista explotador. 
Es decir, un sector empresarial más profesional, más culto y más técnico. Si 
bien es cierto que estos nuevos empresarios no existían en la misma forma 
que en diversos países europeos, ya ocupaban en esos momentos puestos y 
cargos ejecutivos clave en las empresas españolas. 2 4 

Cabe mencionar que a mediados de 1976, el tema sindical empezó a ser 
una prioridad en la agenda empresarial; por ejemplo, al interior del Comité Eje-

22 A B C , 6 y 9 de abril de 1976, respectivamente. 
» Hasta ese momento la negociación con la Administración se había articulado mediante 

s^s^^srel impulso de cada sector correspondiente-véase Actua-
24 I b i d . También véase Pérez Díaz, 1985, p. 30. 
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cutivo del Consejo de Empresarios de la Provincia de Barcelona se llevaron a 
cabo debates acerca del panorama sindical. Y lo que resultó más novedoso fue 
que cientos de empresarios y miembros de sindicatos ilegales como la Unión 
General de Trabajadores (UGT), las Comisiones Obreras (cc.oo) y la Unión So­
cialista Obrera (uso) realizaron jornadas de discusión en las que trataron las 
relaciones de la empresa y la posibilidad de construir un pacto social o polí­
tico previo a la elaboración de un nuevo marco de relaciones laborales.25 

En cuanto al proceso asoc.actonista empresarial, surgieron dos posicio­
nes acerca de su estructura. La de la construcción de nuevas organizaciones 
de empresarios, y la que defendía la renovación de las existentes.26 En cuan­
to a la primera, Manuel Guasch Molins, secretario general del Consejo Su­
perior de Cámaras de Comercio, hizo hincapié en la necesidad de que los 
empresarios españoles se integraran en organizaciones patronales homolo­
gadas a las de Europa Occidental.27 Por su parte, Manuel Conde Bandrés 
destacó la importancia de que el Consejo Nacional de Empresarios pudiera 
ser la base de la futura organización patronal.2* 

De esta forma, con ciertas bases sociales que pugnaban por el cambio 
político, con una oposición democrática que se fortalecía en sus posiciones, 
el empresariado cada vez más activo y beligerante, con un gobierno desbor­
dado por los acontecimientos, y sin alternativas que satisficieran tanto a los 
actores políticos democráticos como a los no democráticos, a principios de 
julio se llegó a una situación límite que tendría como consecuencia inmedia­
ta el cambio de gobierno. 

El asociacionismo empresarial español y el segundo gobierno 
de la Monarquía 

Durante el mes de julio Carlos Arias Navarro fue cesado como jefe de go­
bierno. Su sustitución, y fundamentalmente las directrices que seguiría el 

25 El País, 11 y 12 de mayo de 1976. 
2 6 Para Salvador Aguilar se vislumbraron cuatro iniciativas en el proceso asociacionista 

empresarial: "a) la revitalización de las instituciones patronales históricas (Fomento del Traba­
jo, (FTO); b) la creación de nuevas patronales vinculadas a los reductos del sindicalismo verti­
cal (Confederación General Española de Empresarios, CGBE); C) la creación de patronales vin-

E ^ s a T ^ ^ ^ 
Véase Aguilar, 1985, p. 60. 

27 El País, 1 de junio de 1976. En el mismo tenor se expresó Rivera Rovira, presidente de 
la Cámara de Comercio, Industria y Navegación de Barcelona. El País, 1 de julio de 1976. 

» £ / P f l * , 2 d e j u n i o d e l 9 7 6 
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nuevo gabinete provocaron expectación. 2 9 El nuevo presidente fue designa­
do el 4 de julio ante la sorpresa e incredulidad nacional e internacional.30 En 
efecto, el nombramiento de Adolfo Suárez como jefe de gobierno español 
decepcionó a la mayoría de los políticos domésticos; por ello, la función 
prioritaria del nuevo gobierno consistió en ganar la confianza y credibilidad 
necesarias.31 

Los empresarios españoles no se pronunciaron respecto a esta coyuntu­
ra política. No obstante, sí se expresaron en otros ámbitos, como por ejem­
plo la ley de relaciones laborales, que pertenecía a los trabajadores. Así, en 

a ^ u ^ a o r J a Z ^ 
tiva del Consejo Nacional de Empresarios, los hombres de la iniciativa privada 
repudiaron la ley de relaciones laborales al considerarla fatídica y pernicio­
sa, 3 2 por lo que solicitaron que fuera abolida. En esas jornadas las críticas más 
frecuentes se refirieron a la situación de la Seguridad Social. Así, se mani­
festó que la carga de las cuotas era inaceptable por las empresas y se demandó 
que el Estado se hiciera cargo de una parte importante de ella. En materia de 
empleo se insistió en la flexibilidad de plantillas, en el establecimiento de un se­
guro de paro y en la necesidad de legalizar la huelga, así como del l o c k o u t P 

Por su parte, el Círculo de Economía, entidad que agrupaba a la parte 
más dinámica del empresariado catalán, organizó la "Jornada de Estudios y 
Discusión" del tema "Política empresarial y evaluación democrática". En 
esa reunión, Pedro Durán-Farell, empresario del sector energético, pidió el 
establecimiento de un pacto político considerándolo previo a un posterior 
pacto social. 3 4 

La idea de un pacto social o político, se manifestó desde el inicio de la 
transición. La insistencia de los empresarios en la elaboración de un pacto 

2 9 Pedro Rodríguez, presidente de la Bolsa de Madrid, expresó: "Son momentos de des­
orientación, que puede desaparecer, cuando lo haga el factor de incertidumbre que es la com­
posición del nuevo gabinete", El País, 8 de julio de 1976. 

3 0 Los titulares, editoriales y columnas periodísticas dieron cuenta de ello. Entre otros: El 
País y A B C , 4 de julio de 1976; y las revistas C a m b i o 1 6 y A c t u a l i d a d Económica de la misma 
fecha Para una descripción de ese momento y de las dificultades de Adolfo Suárez para formar 
gobierno, véase Osorio, 1980. 

3 1 En lo que se refiere a la estrategia para .conseguir la legitimidad, credibilidad y viabili­
dad de la reforma, véase Del Águila, 1992; asimismo Del Águila y Montoro, 1984. 

32 El País, 14 de julio de 1976. 
33 I d e m . 
3 4 El País, 18 de julio de 1976. Para un análisis acerca de la importancia de la concertación 

social en el caso español, véase, Roca Jusmet, 1996; Zaragoza (comp ), 1988; Rodríguez Pinero, 
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tenía como objetivo contribuir a la reactivación de las inversiones y a su de­
seo de seguridad política, jurídica, social y económica, ya que con datos co­
mo el reconocimiento de que durante los primeros meses del año se habían 
perdido cincuenta millones de horas de trabajo como consecuencia de las 
huelgas, frente a los quince millones de todo 1975, los empresarios no veían 
el futuro con confianza. 

En sus momentos los empresarios habían hecho más reuniones con el 
propósito de expresar sus reivindicaciones ante la opinión pública, lo que los 
obligó a dar una respuesta y defensa adecuada. En ese sentido la rápida res­
tructuración de los sindicatos obreros había incidido en la formación de un 
consenso al interior del empresariado para crear uniones patronales libres e 
independientes que defendieran sus intereses ante los sindicatos y el gobier­
no. Con ese propósito el asociacionismo empresarial español tuvo un nuevo 
impulso- por ejemplo, los empresarios de Logroño, al igual que los de otras 
regiones como la catalana y la vasca, organizaron su propia asociación patronal 
al margen del sindicato oficial. 3 6 Asimismo, varios empresarios navarros man­
tuvieron contactos entre sí con el fin de estudiar la manera de constituir una 
agrupación patronal que aglutinara a todas las existentes.37 Lo mismo suce­
día con la Asociación de Constructores y Promotores de ed.ficios, quienes 
mantenían algunas relaciones con otros representantes de la construcción 
con la intención de crear una patronal del sector.38 Otra de las asociaciones cons­
tituidas en ese periodo fue la patronal hotelera de Baleares. Finalmente, los 
empresarios de la provincia de Pontevedra iniciaron contactos para crear la 
primera unión patronal de Galicia. 3 9 

* Previamente, en el país valenciano se constituyó un Secretariado de la Pequeña y Mediana 
Empresa mediante el impulso de la Cámara de Valencia, con el propósito de constituir una 
sociedad anónima para legalizar el movimiento patronal (El País, 11 de julio de 1976). Del 
mismo modo se creó una organización empresarial vasca, constituida como sociedad anónima, 
denormnada Emkor; que, de acuerdo a su secretano ejecufvo, José Antomo Mend.zabal, tenía 
como propósito convertirse en el sindicato de los empresarios vascos (El País, 4 y 8 de agosto 
de 1976). 

36 El País, 29 de agosto de 1976. 
37 El País, 5 de septiembre de 1976. Manuel Conde Bandrés, presidente del CNE, al térmi­

no de las jornadas empresariales de Toledo, a las que asistieron empresarios de Albacete, Ciu­
dad Real, Murcia, Guadalajara y Cuenca, señaló que dichas jomadas continuarían en otras 
provincias con el propósito de informar a los empresarios y "crear en ellos conciencia de la ne­
cesidad de unión de cara al futuro", El País, 12 de noviembre de 1976. 

' E l P a b . 9 de septiembre de 1976. 

' El País, 11 y 12 de septiembre de 1976. En esta dinámica asociacionista cabe destacar 

«SÍ temas ÜSSÍ conT^J^ÍSS^Í^SS^ 

38 j 

39 i 
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A l margen de ese proceso asociacionista, los empresarios reiniciaron 
sus críticas y "chantajes" en contra del gobierno por la situación económica 
del país. En una reunión convocada por el Consejo Nacional de Empresa­
rios, que contó con la presencia de empresarios de Aragón, Valencia y Barce­
lona, consideraron que el país estaba perdiendo conciencia de que la empre­
sa constituía "su motor y principal fuente de desarrollo, como lo demuestra 
el que se le esté ahogando con una legislación inoportuna e imposiciones 
económicas insostenibles".40 Así, la ley de relaciones laborales fue señalada 
como la causa de la precaria situación económica española. Como conse­
cuencia, los empresarios no estaban dispuestos a apoyar la política guberna­
mental mientras existieran limitaciones a la flexibilización de plantillas. En 
esta coyuntura, el Consejo Nacional de Empresarios mostró una mayor acti­
vidad pública mediante algunas declaraciones a la prensa. Así, a mediados 
de octubre dio a conocer un comunicado que contenía cinco puntos.41 

na. !T^^^J^^c^!^^^^^SZ. 
presarlos estuvieron alejados de las deliberaciones públicas, de ahí que su des­
contento y críticas no trascendieran a la opinión pública, principalmente los 
de índole política. Pero a partir del proceso de transición esta situación se 
modificó. Los empresarios expusieron sin miramientos su opinión acerca de 
los males tanto del país como a su actividad empresarial. La unidad y variedad 
de declaraciones así lo muestra. En ese sentido cabe destacar dos hechos: 
por un lado, su coincidencia en enjuiciar con pesimismo la situación económi¬
ca española, y advertir como malas sus perspectivas de desarrollo; y por otra 

a un reducido grupo de fundadores y selectos empresarios españoles, entre los que cabe men­
cionar a Javier Benjumea, Carlos y Juan March, Cruz Martínez Esteruelas, Jaime Botín, José 
Ángel Sánchez Asíain, Juan Abello, Nicolás Andino, Juan Alegre, Ramón García Nieto y 
Carlos Sunyer; representantes de empresas punteras dentro del ámbito económico español, 
quienes se manifestaron por defender la empresa privada y la economía libre de mercado, El 
País, 30 de octubre de 1976. 

m E l País, 22 de septiembre de 1976. En esos días, en el palacio de los Congresos de 
Barcelona, con la asistencia de aproximadamente 1 500 empresarios se hizo la presentación de 
Fomento del Trabajo. En la reunión se mencionó que Fomento del Trabajo sería el organismo 
que agruparía a los empresarios catalanes después de la desaparición de la Organización Sindi­
cal, El País, 2 de octubre de 1976. 

d e t e r i o r f q X u ^ 

n ^ ^ U d e o c ^ 

blicos con anterioridad por diferentes organismos y grupos empresariales. 
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parte, sus "caballos de batalla" fueron, entre otros, la ley de relaciones labora­
les, el tema de la seguridad social, la existencia de un juego capitalista libre, 
su crítica a la política económica del gobierno y la posibilidad del despido 
libre. En síntesis, lo inédito de la actividad del empresario español fue tanto 
cuantitativo como cualitativo. En efecto, a partir de esos momentos se dieron 
mayores críticas en contra del gobierno por parte de los empresarios. 

De ese modo los empresarios se mostraron en contra de la política econó­
mica; con Conde Bandrés a la cabeza, acusaron al gobierno de Adolfo Suárez 
de aislarse en una política económica que no atendía los intereses de la pequeña 
y mediana empresas; y afirmaron que la empresa se encontraba en una situa­
ción límite, por lo que se requería la aplicación de profundas medidas de res­
tructuración en sustitución de las coyunturales que hasta ese momento había 
seguido el gobierno.42 

Durante el año 1976 se dio una etapa duramente contestataria de los 
empresarios, principalmente ante la política económica del gobierno y la ley 
de relaciones laborales. Así, el gobierno de Adolfo Suárez quiso resolver el 
problema político por medio de la aprobación de la reforma política, cons­
ciente de que muchos de los problemas económicos tenían origen político y 
viceversa.43 Así, con la aprobación de la ley de Reforma Política por parte de 
las Cortes, el gobierno obtuvo un margen considerable de maniobra política; 
y el presidente Suárez continuó, tanto frente a los sectores democráticos co­
mo a los autoritarios, con el proceso de democratización. 4 4 

En el mes de enero se constituyó la Confederación Empresarial Españo­
la (CEE). En esa ocasión la CEE, en voz de Agustín Rodríguez Sahagún, uno de 
sus más prominentes y activos promotores, insistió en la necesidad de una 
verdadera libertad sindical y expresó la necesidad que tenía el empresariado 
de adquirir un papel protagónico en el momento de cambio político en que se 

y ^ I ^ ^ a d " 

42 El País, 30 de octubre de 1976. 
4 3 Así lo reconoció el propio Suarez: "estamos ante la circunstancia de coincidir la nece­

saria transición política con la crisis económica, de modo que todas las soluciones son más 

(ampliación de la amnistía, ley electoral y disolución la Movimiento Nacional). Por su parte, la 

6 1 r e t r a s o d e l a s p e " 

4 5 £ / / > a ú , 2 0 d e e n e r o d e 1977. 
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Confederación Empresarial Española (CEE) expresó en un comunicado pú­
blico su preocupación por el deterioro de la situación económica del país, y 
advirtió que era necesario adoptar algunas medidas económicas enmarcadas 
en una política coherente y flexible a mediano y largo plazos.4 6 De ese modo, 
la Confederación se ofreció, mediante su comisión permanente, a colaborar 
en la formulación de soluciones para superar la coyuntura en la que se encon­
traban. 

En los primeros días de marzo se aprobó un real decreto acerca de las 
relaciones de trabajo en el que se legalizaba la huelga y se creaba un fondo de 
garantía salarial, al mismo tiempo que se ampliaban las causas del despido y 
se dictaban normas de la reestructuración de plantillas.47 La ley de relaciones 
laborales, como es de suponerse, fue rechazada por las centrales sindicales, 
y calificada de desfasada ya que, desde la percepción de los sindicatos, no res­
pondía a la realidad laboral.4 8 Lo mismo sucedió con el empresariado espa­
ñol; así, la Confederación Empresarial Española (CEE) mostró su desacuerdo 
con el procedimiento de elaboración ya que no había sido considerada. 

ciación sindical. De acuerdo con esas organizaciones empresariales, el decre­
to-ley mencionado no reflejaba la realidad de la sociedad española. 4 9 No 
obstante, la ley de asociación sindical amparó la creación legal del entrama­
do de organizaciones empresariales y centrales sindicales del sistema político 
español. 5 0 

En cuanto al proceso asociacionista empresarial, cabe señalar que por 
esas fechas el esfuerzo para organizarse al margen del sindicalismo vertical 

" E l País, 21 de enero de 1977. 
4 7 Véase Boletín Oficial del Estado, 9 de marzo de 1977, pp. 5464-5469. Posteriormente, 

en abril, se aprobó la regulación de. derecho de asociación sindical. Véase el decreto-ley publi­
cado en el Boletín Oficial del Estado el 4 de abril de 1977. 

4 8 De acuerdo con la UGT, el decreto-ley: "nace muerto y sólo contribuye a agravar la 
confrontación obrero-patronal". Por su parte, el secretario general de uso aseguró que: "el 
empresario es el único beneficiado por estas medidas, el despido libre". Finalmente, cc.oo la 
calificó como: "decreto franquista con barniz reformista que permite el despido sin limita-

durante el primer semestre de ese año. Véase Soto Carmona, 1996. 
4 9 3 de abril de 1977. 

Poco después de promulgarse la ley, cinco centrales sindicales (cc.oo, uso, UGT, el 
Sindicato Obrero Comunista (soc) y el Sindicato de Trabajadores Unitarios (STU) acudieron en 
bloque a presentar sus correspondientes estatutos para legalizarse. De acuerdo con Manuel 

^ « ^ 2 * SíSLTJlS^vSSSSK X z a c i ó n de sus 
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con el propósito de crear una gran patronal al estilo de las existentes en 
Europa, llegó a un punto en el que se estancó. Y en la consecución de ese 
objetivo existió una mayor voluntad por parte de los líderes empresariales;51 

as^acEEes tuvod .spueLaposponer laLhadesuasambleaconsü tuyente , 
prevista para el 24 de mayo, si antes se llegaba a un acuerdo de unidad. De la 
misma manera se expresó Max Mazín de AEI. E l gobierno también facilitó y 
promovió la unidad de los empresarios mediante la gestión del ministro de 
Relaciones Sindicales; como lo evidenció la serie de reuniones del ministro 
De la Mata con miembros destacados de las patronales, previa a los días de 
la celebración de la conferencia anual de la Organización Internacional del 
Trabajo OIT que tendría lugar en Ginebra el 1 de junio de ese año. 

En Valencia, la Coordinadora Empresarial Nacional 5 2 y la Agrupación 
Empresarial Independiente (AEI) llegaron a un acuerdo de unidad organiza-
cional, en vista de lo cual también propusieron un acuerdo similar a la Con­
federación Empresarial Española (CEE); con ello se buscaba la construcción 
de una central unitaria.53 A l respecto, Agustín Rodríguez Sahagún, promotor 
de la CEE (primera patronal de carácter nacional que se inscribió en el regis­
tro oficial), confirmó el proceso unitario que estaban realizando la CEE, la AEI 
y la Coordinadora Empresarial Nacional, y agregó que próximamente celebra­
rían su asamblea constituyente en la que participarían, además de las quince 
federaciones ya inscritas, otras 26 que lo harían en los días siguientes.54 

5 1 La presencia de algunos líderes empresariales tales como Carlos Ferrer del FTN; Agustín 
Rodríguez de la CEE; Félix Mansilla de la CGEE y Max Mazín de la AEI, con una visión moderna 
de lo que debería ser la empresa y las relaciones laborales, así como lucidez ante el cambio 
político, es resaltada como un elemento fundamental en el éxito del proceso asociacionista 

? S E Í ^ y v S !S£^?S£; ^ ~ Z ¡ 7 ^ T w 6 o p - c * : Par" 
» La coordinadora era una organización nonata, y durante su existencia algunos empresa­

rios acusaron a. Consejo Nacional de Empresarios de tratar de resucitar en la Coordinadora Em­
presarial Nacional, ya que en su comité promotor figuraban hombres ligados al aparato verti­
cal. Esta coordinadora convergería en la Confederación General Española de Empresarios. 

5 3 Cabe señalar que a finales de abril de 1977 Alfredo Molinas fue elegido presidente de 
la Confederación Empresarial de Barcelona, que agrupaba a gremios y organizaciones empre­
sariales que representaban algo más de 130 mil empresas de esa provincia. La organización 
patronal se presentaba como interlocutora en el diálogo con las demás fuerzas sociales y con la 
Administración Pública. El comité directivo de la confederación estaba integrado por: Anto­
nio Alguero, Jacinto Calcina, Carlos Ferrer, José María Pujol, José María Miró, José Ferrer, 
Miguel Deulafeu, Narciso Boacardi y José María Baitach; todos ellos representantes de las 
distintas ramas de la actividad empresarial, El País, 27 de abril de 1977. 

5 4 Este destacado líder empresarial justificó la necesidad del proceso asociacionista em¬
presarial de la siguiente manera: "El empresario español es una de las fuerzas sociales más 
importantes que existen en nuestro país. Importantes no sólo por su número —un millón de 
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A finales de mayo se constituyó la Confederación General Española de 
Empresarios, tercera agrupación nacional de este tipo. Dicha organización 
decía representar a 280 mil empresarios de toda España, y se declaraba a 
favor "de la unidad, la libertad y la democracia y la independencia guberna­
mental y partidista y en contra de todo elitismo". 5 5 A l mes siguiente, repre­
sentantes de la Agrupación Empresarial Independiente, la Confederación 
Empresarial Española, la Confederación General Española de Empresarios 
y el Fomento del Trabajo de Cataluña, presentes en la Conferencia Interna­
cional del Trabajo (OIT) en Ginebra, manifestaron su deseo de crear una gran 
asociación patronal el 30 de junio de ese año. 5 6 

Posteriormente estas organizaciones empresariales difundieron un des­
plegado conjunto en el que exponían: 

Nuestro país atraviesa un periodo crucial [...] Las estructuras vigentes en lo 
político, económico y social, están sometidas a profundas reformas, que marca­
rán nuestro futuro. Las relaciones socio-económicas en el mundo empresarial 
tendrán un carácter diferente en el marco de la libertad y voluntariedad asocia-

empresas con trabajadores por cuenta ajena y más de dos millones de empresarios autóno­
mos— sino, fundamentalmente, por su dinamismo y por la fuerza creadora que representa su 
capacidad de iniciativa. Sin embargo, en la práctica hasta la fecha, este grupo social apenas ha 
hecho valer la importancia de su posición como colectivo". De ahí que la intención al crear 
organizaciones empresariales era "Evitar el deterioro de la imagen empresarial ante la opinión 
pública, presentando, adecuadamente, la importancia de la función socio-económica que cum­
ple el empresario. Disponer de un portavoz con peso específico suficiente y la independencia 
necesana para que se tengan en cuenta los puntos de vista empresariales y sus planteamientos 
en las medidas a adoptar para resolver las grandes cuestiones socio-económicas. Portavoz que 
deberá actuar no sólo ante la Administración Pública en todos los niveles, sino en todo el com-

v o l u n S ^ ^ ^ ^ ^ 
nes y asociaciones empresariales existentes. Los promotores fueron: Manuel Madrid del Cacho, 
Angel Martínez Fuentes, Luis Alberto Salazar-Simpson, Pedro Antonio Martín, Vicente Caste­
llano, Marcial Gómez Gil, Manuel Rodríguez Villasante, Enrique Lovera, Pedro Pérez Pardo, 
Félix Manzanilla, Ildefonso Gilabert, Fernando Gimeno, José Pablo Rodríguez-Mantiñán, Luis 

r d e ^ r ^ ^ ^ 
56 E l País, 3 de junio de 1977. En esos días se dio a conocer que las entidades bancarias 

^ Í C a t ^ e f e c ^ ^ ^ 

r a ^ 3 e ^ 
corporaría posteriormente a la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE). 
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tiva. Estas relaciones se insertan en un proceso de cambio basado en una socie­
dad libre y democrática, que lleva aparejado como fundamento de su existencia 
la libre iniciativa y la economía de mercado [...] Los poderes públicos asimismo 
necesitan contar con una representación genuina de los empresarios.57 

De esta forma, el 6 de junio las tres asociaciones patronales españolas: 
Agrupación Empresarial Independiente, Confederación ^ :~' ^ — Empresarial Espa-

os, así como varias ñola, y Confederación General Españoía de Empresarios, así como 
organizaciones empresariales tales como Fomento del Trabajo, se fusionaron 
para constituir la primera unión patronal unitaria de carácter estatal: la Con­
federación Española de Organizaciones Empresariales, alcanzando así sus 
propósitos de establecer un único órgano interlocutor con las centrales sin­
dicales y el gobierno. E l acta de unificación fue suscrita ese día, aunque la 
presentación oficial de su estructura se daría a conocer posteriormente. A 
finales de ese mes fueron presentados los estatutos de la organización y, en 

misión gestora. 
A l hacer su presentación la CEOE se mostró, como el único interlocutor 

válido para negociar con la administración y los sindicatos de trabajadores; 
ello debido a que su fuerza provenía de la magnitud del volumen de empleo 
y producción que generaba (más de 80% de las provincias españolas tenía en 
ese momento representación, que sumaba 50% de la fuerza económica del 
país). Cabe señalar que en el momento de la aparición de la CEOE no existían 
criterios unánimes ni mucho menos proclamaciones en bloque. La cúpula 
empresarial española surgió envuelta en la incertidumbre, con una precaria 
unidad y escasa participación; lo que condicionaría, en parte, su desenvolvi­
miento a lo largo de los meses. En ese sentido, su consolidación como la 

sindicales ante los problemas de la empresa y las relaciones laborales. Según 
Rafael Pardo, el objetivo fundamental de la CEOE en ese periodo consistió en 
la conformación de un marco de relaciones laborales y, particularmente, en la 
deliberación de pactos de negociación colectiva con los sindicatos con el 
propósito de crear "un contexto para la toma de decisiones empresariales 

5 7 Revista B l a n c o y N e g r o de junio de 1977. A partir de ese momento las actividades de 
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lefender los 
las estructuras ante-

caracterizado por la cert.dumbre y previsib.lidad, y -desde un ángulo sustan­
tivo— capaz de oponer un frente unitario a las demandas salariales en ascen­
so, asociándolas a la inflación prevista y a la productividad".58 

En efecto, la CEOE tenía como objetivo prioritario reunir y 
intereses del empresariado español con independencia de las esti 
riores. Asimismo, su preocupación implicaba cuatro puntos: el paro, las inver­
siones, el endeudamiento externo y el desequilibrio comercial. Estos ámbi­
tos, según los empresarios, serían los campos de actuación en que se moverían 
y ejercerían sus funciones.59 

En ese contexto, se realizaron en junio de ese año las elecciones genera­
les, que dieron el triunfo electoral a la Unión de Centro Democrático (UCD) 6 0 

con 34.8%, seguida por el Partido Socialista Obrero Español (PSOE) con 29.9%, 
el Partido Comunista de España (PCE) con 9.3%, Acción Popular (AP) con 8.4%; 
Convergencia y Unión (CIU) con 3.7%; Partido Nacionalista Vasco (PNV) con 
1.7%; Partido Socialista Popular (PSP) con 4.6%; y el resto correspondió a 
diversos partidos de izquierda y regionales.- Una vez que se llevaron a cabo 
las elecciones, Adolfo Suárez realizó cambios en el gabinete con el propósi­
to de hacer frente a la economía española en dos vertientes: i) valiéndose de 
un pacto político para estabilizar la situación, y ii) consiguiendo la raciona­
lización de la economía por medio de ciertas medidas de política económica. 
A partir de estos momentos se amplió y renovó la estrategia de compromiso 
del gobierno respecto a las distintas fuerzas políticas. Con ello se intentó des­
terrar la desconfianza empresarial que se caracterizaba por la desinversión y 
la fuga de capitales, así como por la actitud beligerante del empresariado 
respecto a la política económica gubernamental y sus protagonistas. 

Véase Pardo, 1996, p. 480. 
El País, 30 de junio de 1977. Posteriormente surgió en Sevilla una nueva patronal ^..onaldela 

Empresa del Comercio (Pymeco). 
ante las grandes empresas y el go-

J — 
pequeña y mediana empresa denominada Pequeña y Mediana 
Esta agrupación nacía como una asociación reivindicativa a 
bierno y con carácter independiente (El País, 15 de julio de 1977). Por esos días se constituyó 
también la Federación Empresarial de la Industria Química Española, formada por 16 organi­
zaciones empresariales que agrupaban a más de 60% del sector, El País, 20 de julio de 1977. 

» La UCD, que constituía la derecha democrática de ese momento, era un partido integra­
do por 14 pequeños partidos como el Partido Popular, el Partido Demócrata Cristiano, el Par­
tido Demócrata Popular, el Partido Socialista Demócrata, el Partido Socialista Liberal Anda­
luz, la Federación de Partidos Demócratas y Liberales, la Federación Social Demócrata, el 
Partido Social Demócrata Independiente, el Partido Progresista Liberal, la Unión Demócrata 
de Murcia, el Partido Gallego Independiente, la Unión Canaria, la Unión Social Demó­
crata Española y la Acción Regional Extremeña. 

6 1 En cuanto a escaños, la UCD obtuvo 165, el PSOE 118, el PCE 20 y AP 16. Véase Montero, 
1992; y Maravall, 1984. 
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La CEOE, los pactos de la Moncloa y el segundo gabinete 
de Adolfo Suárez 

La presentación de los nuevos integrantes del gabinete provocó comentarios 
positivos por parte del ámbito empresarial. Por ejemplo, Carlos Ferrer Sa-
íat, presidente del Fomento del Trabajo Nacional y miembro de la comisión 

y í c ^ í ^ g t c ^ 
ción, el paro y el déficit de la balanza comercial de la economía española. De 
igual manera se expresó Agustín Rodríguez Sahagún, quien agregó: "Lo que 
hace falta ahora es obtener el consenso social de todos los grupos que han 
de repartirse el sacrificio que supondrán las medidas a adoptar, pues para 
que estas medidas sean aplicables y tengan eficacia resulta imprescindible 
garantizar la paz social y afianzar las expectativas empresariales".62 

Así, ante esas expectativas, el nuevo ministro de Economía, Enrique 
Fuentes Quintana, expresó: 

El gobierno negociará las medidas económicas con la oposición. Ha llegado la 
hora de la economía [...] En principio, las medidas se encaminarán hacia una 
reducción de la inflación que garantice los intereses de las clases modestas, en 
el marco de una economía de mercado, y con una reforma fiscal que posibilite el 
carácter redistributivo de los ingresos y gastos públicos. Aunque manteniendo 
el marco de la economía de mercado.63 

A pesar de tal optimismo, una de las primeras críticas al programa eco­
nómico del gobierno procedió de la Comisión gestora de la CEOE quien por 
medio de un comunicado criticó la forma como el gobierno presentó su pro-

e r T r ^ S 

6 2 Un prominente hombre de la iniciativa privada, Rafael Termes, consejero delegado del 
Banco Popular dijo: "La designación del nuevo gobierno me ha producido una gran satisfac­
ción, porque desde mi punto de vista, significa que el presidente Suárez, tras la clarificación 
del panorama político felizmente lograda en las elecciones, ha decidido abordar el problema 
económico del país en la única forma viable [...] Todos sabemos no sólo su personal valía en la 
materia (se refiere a Fuentes Quintana), sino, además, que tiene perfectamente estudiado el 
plan de saneamiento financiero que el país necesita. Y nos alegra ver que ahora tendrá la 
oportunidad de ponerlo en práctica. Por otra parte, estoy convencido de que todos los miem¬
bros del equipo económico, y en especial el nuevo ministro de Hacienda, están de acuerdo en 
que la actuación a seguir es la propia del sistema social de mercado, cuyas grandes líneas 
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la consulta la participación de las organizaciones empresariales, y agregó 
que tal situación sería un grave riesgo para la eficacia de tales medidas. Asimis­
mo, hizo énfasis en el hecho de que los empresarios no se sentían representa¬
dos por ninguna de las fuerzas políticas que negociaron el programa econó­
mico. 6 4 

Ante tal reclamo, a mediados de julio el ministro del Trabajo, Manuel 
Jiménez de Parga, se reunió por separado con representantes de cc.oo, UGT y 
CEOE con el objeto de exponerles las líneas generales de las normas que el 

íomo recabar la primera impresión de las centrales acerca de lis medidas 
propuestas por éste. 6 5 Días después el comité ejecutivo de la CEOE tuvo una 
— con el m inis,ro de Hacienda, Francisco Fernanes O ^ e z , con 
quien trató acerca de diversos aspectos de la política económica que se pro 
ppnía llevar a cabo el gobierno. Asimismo, realizó sendas visitas a los minis 
tros de Economía y de Trabajo, y a los restantes miembros del equipo econó­
mico del gabinete. En esa forma y de manera gradual, el gobierno desarrolló 
una política de consenso al establecer algunos compromisos entre las distin­
tas fuerzas políticas, sociales y regionales que dieron como resultado una 
serie de pactos, como por ejemplo el establecimiento de cierto consenso 
respecto a aspectos clave de la política económica. En este sentido, la con-
certación social entre los actores políticos y las organizaciones de intereses 
surgió como la manera adecuada para garantizar un marco que permitiera la 
estabilidad, así como la instrumentación de mecanismos encaminados a re­
solver algunos de los problemas fundamentales de la economía española. 

De ese modo, en los primeros días de octubre, en el Palacio de la Mon-
cloa, se llevaron a cabo conversaciones entre el gobierno y los partidos 
parlamentarios en relación con la elaboración de un programa gubernairien-
tal cuyo propósito era superar la crisis económica en la que se encontraba el 
páís. 6 6 Después de varias reuniones y discusiones, todos los partidos políti-

64 El País, 14 de julio de 1977. 
65 El País, 19 de julio de 1977. Cabe señalar que desde hacía algún tiempo existían 

contactos informales entre trabajadores y empresarios con el objeto de impulsar el diálogo y 

SZi£ 1Í "se StaTa T ^ ^ ^ Z ^ ^ ^ ÍSS^iSÍ 
aCt°re¿ ̂ ^ZSLan los prolegómenos de la elaboración de los pactos de la Moncloa. 
En esa ocasión, de acuerdo con Joan Trullen, la estrategia expuesta por Enrique Fuentes Quintana 
(uno de los principales impulsores de los pactos) se fundamentó en la elaboración de un programa 
concreto de política económica con base en seis condiciones: i) reconocimiento de que los pro-
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eos llegaron a un acuerdo que signaron al suscribir un programa de sanea­
miento y reforma económica. 6 7 La CEDE, tras dos días de deliberaciones, de­
cidió no pronunciarse acerca del plan económico del gobierno. No obstante, 
al conocerse la suscripción del pacto argumentó que le parecía escaso e inco­
herente, además de que no incluía lo sugerido por la asociación patronal al 

Posteriormente, la CEOE se manifestó por medio de un comunicado con­
tra el programa económico y la actuación del gobierno. En dicho documento 
los empresarios españoles señalaron el hecho de que las organizaciones pa­
tronales no habían participado en la elaboración del programa y afirmaron 
que no se sentían representados por ningún partido político en concreto.68 

Asimismo enfatizó que cualquier programa que no contara en su elaboración 
con la participación del empresariado o, en su caso, que no incluyera ningu­
no de los planteamientos y propuestas concretas de la cúpula patronal no 
podría contar con su apoyo. De ese modo, la CEOE afirmó estar dispuesta, y 
exigió participar, en la elaboración de un programa de emergencia que pro¬
porcionara soluciones a la crisis económica. 6 ' 

Días después se dio a conocer un acuerdo suscrito por los partidos polí­
ticos y el gobierno para contrarrestar la crisis, pero ni empresarios ni sindica­
tos variaron su juicio acerca del contenido del pacto de la Moncloa. 7 0 Los 

del gobierno para llevarlo a cabo; v) contar con una política informativa que sirviera como 
arma psicológica que contribuyera al éxito de la ejecución del plan, y vi) el plan debería conse­
guir efectos a corto plazo, principalmente en los precios y la balanza de pagos, con el propósito 
de que éste tuviera credibilidad y le permitiera continuar. Véase Trullen i Thomas, 1993. 

6 7 El acuerdo establecía algunas medidas económicas de carácter estabilizador, como por 
ejemplo, el establecimiento de un tope al aumento de los salarios con el propósito de contener 
la inflación. Según Fuentes Quintana, las medidas de reforma contenidas en los pactos de la 
Moncloa se propusieron seguir cinco directrices: a ) reformar el presupuesto y el gasto público; 
b) una reforma fiscal; c) reforma del sistema financiero; d) definir un nuevo marco de relacio­
nes laborales, y e) reformar el marco de acción de la empresa pública. Véase Fuentes Quintana, 
1993. 

6 8 El vicepresidente de la CEOE, Max Mazín, agregó: "El gobierno se ha equivocado de 
camino; a pesar de los múltiples contactos entre la Administración y los empresarios, los crite­
rios de la CEOE no han sido tenidos en cuenta", El País, 14 de octubre de 1977. 

6 9 I d e m . 
™Cabe'señalar que los pactos de la Moncloa no fueron firmados por los representantes de 

los trabajadores ni de los empresarios, aunque los primeros los ratificaron en el Congreso. 
Véase Roca Jusmet, 1996. Según Fuentes Quintana, la lógica política de la elaboración de los 
pactos fue la "responsabilidad compartida" de todos los partidos políticos en la solución del 
problema económico. Con ello "se reconocía que el principal problema político era el económico 
y, al mismo tiempo, que la principal solución a los problemas económicos estaba en el consen­
so y en el pacto político". Véase Fuentes Quintana, 1993. 
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ministros de Economía y del Interior, Enrique Fuentes Quintana y Fernando 
Abril l Martorell, respectivamente, explicaron a una selecta representación 
de obreros y empresarios el alcance de los puntos más importantes contenidos 
en el documento suscrito conjuntamente por el gobierno y la oposición. 7 ' In­
cluso el propio presidente de gobierno, Adolfo Suárez, ante la diversidad de 
opiniones provocadas tras la firma del pacto de la Moncloa, tuvo que expli­
car en Radio y Televisión Española (RTVE) el propósito de dicho acuerdo.72 En 
suma, a los pocos días de la firma de los pactos de la Moncloa se suscitaron 
algunos conflictos laborales, y en el contexto de un sinnúmero de huelgas se 
dio a conocer el borrador del provecto de Constitución, que fue motivo de am-
pitas y arduas negociaciones' 

Respecto a lo mencionado líneas arriba, cabe mencionar que a partir de esos 
momentos el empresariado inició una cruzada i n fo rma t iva^ pugnaba por 
la defensa y el reconocimiento de la economía de mercado. E l foros el empre­
sariado español demandó y justificó la implantación de ese modelo económico 
para el desarrollo español. Como argumentara un prominente empresario: 

La salida de esta crisis viene condicionada por la mejora de las expectativas 
empresariales, lo que va a depender no sólo de las propias expectativas de ob­
tención de un beneficio a corto plazo, sino de las garantías de consolidación de 
un modelo económico de libre iniciativa en el futuro de nuestro país [...] De ahí 
la importancia que tiene en la elaboración de la nueva Constitución, que en ésta 
se recoja explícitamente el sistema de economía de mercado, tal como lo hicie­
ron los partidos políticos con representación parlamentaria en los acuerdos de 
la Moncloa.73 

La defensa del reconocimiento constitucional de la economía de merca¬
do fue más explícita durante la discusión del borrador del proyecto de Cons­
titución. En esa coyuntura el presidente de la CEOE solicitó que en ella se 
estableciera que el sistema económico español debía ser de economía de mer­
cado, ya que de acuerdo a los argumentos de la patronal, ese sistema había 
contribuido en Europa a elevar la prosperidad.74 

1 El País, 25 de octubre de 1977. 
! Posteriormente, los principales líderes políticos pidieron, por medio de la televisión, 

Fraga (AP); Santiago Carrillo (PCE); Felipe González (PSOE); y Calvo Sotelo (UCD). 
"Véase Rodríguez Sahagún, 1978, p. 96. 
7 4 Véase Ferrer Salat, 1978. Posteriormente esta posición se formalizó por medio de un 

comunicado denominado "Por una Constitución que garantice el progreso social y la libertad 
económica". Véase El País, 26 de enero de 1978. 

72 1 
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De ese modo, en esta dinámica sociopolítica y con un tono pesimista y 
agresivo, la actividad empresarial adquirió un renovado impulso a finales de 
noviembre y con el s l o g a n de "Reaccionemos" se llevó a cabo la primera de va­
rias concentraciones empresariales que tuvieron como propósito, por un lado, 
unificar al segregado ámbito empresarial, y por otro, mostrar su inconformt-
dad con la política económica del gobierno de Adolfo Suárez, así como criticar 
los pactos de la Moncloa y, finalmente, continuar con el proceso de consolida­
ción de la CEOE como la organización empresarial española. Esta primera 
concentración de empresarios, convocada por Fomento del Trabajo Nacio­
nal, se realizó en el Palau Blau de Grana de Barcelona y reunió a cerca de 15 
mil empresarios, quienes atacaron duramente la actuación del gobierno en 
especial la política económica. A lo largo de dicha concentración el empresa-
riado español se mostró sensible a las alusiones de tópicos como los gravá­
menes de la Seguridad Social, el control del crédito, y la representación y ac­
ción sindical en la empresa; asimismo, apoyó la demanda de despido libre, la 
reforma de la legislación labora, la regulación de la huelga, y la amnistía 
fiscal. 7 5 En cuanto a los pactos de la Moncloa, los empresarios acusaron al 

Carlos Ferrer Salat, presidente de la CEOE, afirmó: "Creemos que estamos en 
nuestro perfecto derecho de exigirle al gobierno una mayor congruencia con 
lo que representa. E l país, al votarle, eligió un gobierno de centro, y la reali­
dad es que esta trabajando con un programa de la izquierda.77 

En ese contexto de revuelta empresarial,78 el gobierno decidió calmar 
ánimos e invitó a una delegación de la CEOE —integrada por Carlos Ferrer 
Salat y por los vicepresidentes Ignacio Briones y Agustín Rodríguez Sahagún, 
así como por Alfredo Molins y Francisco Sitjás—, a entrevistarse con el 

75 El País, 28 de noviembre de 1978. 
76 I d e m . 
7 7 Véase A c t u a l i d a d Económica, noviembre de 1977. Esta actitud beligerante frente al 

gobierno la continúo la Confederación Empresarial Valenciana en un acto organizado conjun­
tamente con la CEOE y que contó con la presencia de 3 500 empresarios. Véase El País, 6 de 
diciembre de 1977. Posteriormente, a mediados de diciembre, a propósito de la constitución 
de Confederación Española de Pequeña y Mediana Empresa (Cepyme) en Zaragoza, los em­
presarios de Aragón emitieron expresiones sumamente dramáticas. Véase El País, 18 de di­
ciembre de 1977. 

•70 . Cabe señalar que en este periodo el gobierno se vio acosado por todas partes, incluso 
oropio seno, debido a los problemas, divisiones y divergencias que existían al interior 
ete, algunas alimentadas por la UCD, el partido en el gobierno. Esta situación condi-
gran parte, la respuesta y comportamiento de. gobierno ante los problemas a los que 
:ó. Véase Huneeus, 1985; Trullen i Thomas, 1993; y Mario Caciagli, 1989. 



718 ESTUDIOS SOCIOLÓGICOS X V I I I : 54, 2000 

presidente Suárez. A l término de la entrevista, Ferrer Salat declaró que la 
delegación había manifestado su apoyo total a la necesidad de consolidar 
la democracia, así como el deseo de que la economía recobrara "el tono y la 
ilusión que ha perdido . En ese sentido, afirmó que la realización de la econo­
mía de mercado era fundamental para el establecimiento de la democracia e 
hizo énfasis en la disposición del empresariado español para favorecer el 
renacimiento económico del país. Así, solicitaron al presidente Suárez una 
política crediticia flexible y principalmente un marco laboral moderno inhe­
rente a la economía de libre empresa.79 

No obstante, a pesar de las declaraciones gubernamentales,80 el empre­
sariado español continuó con la línea de "Reaccionemos" y convocó a un 
acto de carácter nacional denominado "afirmación empresarial" para el 5 
de febrero de ese año. 8 1 Cabe mencionar que en esos momentos la afir­
mación empresarial de la vinculación existente entre d e m o c r a c i a (en su acep­
ción funcional) y d e s a r r o l l o económico fue más objetiva. Para el empresariado 
español la instauración de la democracia pasaba necesariamente por la l i ­
bertad económica. En otras palabras, la economía de mercado era la base 
de la dinámica de las instituciones democráticas. De ese modo, los índi­
ces económicos y la forma política del entorno europeo - s e g ú n los em­
presarios—, eran el ejemplo a seguir por España. De ahí la necesidad 
de homologar, entre otras cosas, las relaciones laborales y la política eco­
nómica con los países europeos. Así, los conceptos de productividad y 

79 J 

80 1 

»El País, 21 de diciembre de 1977. 
3 El ministro de Economía continúo con la política gubernamental de acercamiento y 

desactivación de la beligerancia de la actividad empresarial. Así, Enrique Fuentes Quintana, du­
rante una estancia en Barcelona, después de mantener varias reuniones con empresarios catalanes 
declaró: "no sé si en los últimos años entre todos hemos contribuido a crear en torno al empresario 
una mala imagen, una imagen que no es la adecuada al empresario, sino la del especulador. 
Corregir esa imagen es algo muy importante en una sociedad, porque las empresas de una so­
ciedad son realmente su futuro, y el empresario debe desempeñar el papel rector que le correspon­
de [...] Tener una actitud responsable hacia el empresario y su comportamiento me parece uno de 
los deberes fundamentales de todos los medios de comunicación y, por supuesto, de los partí-

nzXrcnÍct, veces injZÍ H S " S Í «STíST ™" * 
c i a , » ^ ^ ^ ^ ^ ^ 
A ella acudió la clase empresarial española, que prácticamente llenó el Palacio de los Deportes 
de Madrid. En dicho acto, se escucharon duras protestas por la reducida valoración del papel 
del empresario, por la ausencia de un reconocimiento explícito de la economía de mercado en 

g S ^ ^ 
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competitividad fueron vinculados a principios de libertad, seguridad y repre­
sentad vidad. 

En este contexto, se hizo más evidente el enfrentamiento de dos posicio­
nes al interior del gabinete, fundamentalmente del equipo económico, lo que 
motivó una seria crisis de gobierno. Este enfrentamiento provocó una grave 
crisis que se resolvió con la dimisión de varios ministros. 

Los empresarios, el tercer gabinete de Suárez y las elecciones 
generales de 1979 

Días después del nombramiento de los integrantes del gabinete se dio otra 
discusión entre los empresarios y el gobierno, en esta ocasión debido a un 

^ c t ^ ^ Z ^ ^ ^ ^ ^ l l e g o ^ S 
que el gobierno retirara de las Cortes dicho proyecto. E l ministro del Traba­
jo, Calvo Ortega, respondió que no tenía intensión de retirarlo. Ante esta 

das a una reunión con el propósito de debatir el proyecto de ley de represen­
tación de los trabajadores y acordar las medidas de acción que procedieran 
para defender la actividad empresarial." Así, el proyecto de ley de represen¬

« El gobierno presentó el proyecto en los primeros días de enero de ese año, lo que originó 

varios comentarios por parte del empresariado, así como de los sindicatos españoles. El a u i d de. 

asunto consistió en que los ponentes, entre los que se encontraban Marcelino Camacho (PCE) y 

Jerónimo Saavedra (PSOE) habían introducido en el artículo primero del proyecto normas que 

otorgaban a los sindicatos facilidades de vigilancia y control de la empresa. 
" E l comunicado decía: "La CEOE y todas las federaciones, asociaciones y confederacio­

nes estiman que el proyecto preparado por el gobierno [...] contiene un conjunto de normas que, 
de resultar definitivamente aprobadas, provocarían la incapacidad de crear, dirigir y desarrollar 
nuestras empresas en un adecuado marco de hbre imerativa y responsabrhdad empresanal, con 
lo cual se habría conseguido eliminar el sistema de libertad empresarial y personal. Por ello, 
con la mayor firmeza, solicita del gobierno y de las fuerzas políticas con representación parla­
mentaria la inmediata retirada del citado proyecto de la ley del Parlamento, a fin de elaborar un 
texto más ordenado, en base a la libre discusión y previa negociación de las organizaciones 
sindicales y empresariales representativas, dentro de un sistema ordenado de relaciones laborales 
[...] Considerando que las circunstancias han determinado el deterioro de la actividad empre­
sarial, que se agravaría con la aprobación de esta ley, la CEOE y sus federaciones y asociaciones 
confederadas tienen la obligación de denunciar que, si ésta llegara efectivamente a aprobarse, 
se haría imposible la creación de nuevos puestos de trabajo, el mantenimiento de los que exis-

ETc^uSfSahzZ ̂ i T o X ^ l l ^ o l Z ! ^ ft£¡SE y 
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tación en la empresa, más conocido como de acción sindical, terminó con la 
paciencia empresarial.84 

Así, el momento crucial de la dureza empresarial en contra de la actua­
ción del gobierno se dio en el marco de una reunión del presidente de la aso­
ciación patronal española con empresanos estadunidenses en Nueva York. En 

ocasión Carlos Ferrerí 
to de ley de acción sindical, a la que calificó como el más duro a 
por la economía de mercado en el mundo occidental y agregó: 

esa Carlos Ferrer Salat reafirmó la oposición de la CEDE al anteproyec-
acción sindical, a la que calificó como el más duro ataque sufrido 

Para el empresariado español, las enmiendas introducidas en el proyecto origi­
nal por el PCE y el PSOE lo convierten en un proyecto colectivista, en el que se 
consagran las asambleas de trabajadores y la acción de los sindicatos como tales 
dentro de la empresa [...] la gran discusión en nuestro país ahora mismo consis­
te en decidir si se quiere una sociedad liberal y abierta o marxista y burocrática 
[...] leyes como la de Acción Sindical, que dan el control de las empresas a los 
trabajadores, no contribuyen a desvelar la incertidumbre y que los empresarios 
están más preocupados por la realidad que por las palabras del Gobierno.85 

Poco después de estas declaraciones, otras patronales, como la AEI de 
Barcelona y las federaciones y asociaciones empresariales de Zaragoza, se 
unieron a la ofensiva contra el proyecto de la ley de acción sindical. 

En este contexto, el pleno del Congreso inició el debate acerca de la 
Constitución y destacó el consenso básico logrado por los partidos políticos, 
con lo que se redujeron las cuestiones conflictivas, como por ejemplo las 
autonomías y el carácter del régimen político. De este modo, en la discusión 
de los artículos relacionados con la estructura económica de la sociedad es­
pañola no se produjo ningún debate significativo. Lo contrario sucedió con 

l o s t u a Í ^ 

asociaciones: "reunidos en sesión permanente a fin de acordar y llevar a la práctica coordinada­
mente cuantas acciones se establezcan en defensa de la libre actividad empresarial", El País, 9 
de abril de 1978. 

84 El País, 29 de marzo de 1978. Esta idea la sostuvieron conjuntamente la asociación 
patronal de la banca y Cepyme en declaraciones y notas de prensa. Véase E l País, 30 de marzo 
de 1978. 

85 El País, 12 de abril de 1978. Al mismo tiempo, en un coloquio en el que se trataba el 
proyecto de Acción Sindical organizado por Alianza Popular Democrática (APD), representan-
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yor alcance y quienes abogaban por que el sector privado no quedara 
lado por dicha planificación. No obstante, la Constitución lograría sei L ser apro­
bada en breve tiempo y con un alto grado de consenso. 

A mediados de 1978 Carlos Ferrer pidió la realización de un pacto econó­
mico que sustituyera al pacto de la Moncloa bajo dos condiciones: que du­
rara tres años y que fuera negociado directamente entre los trabajadores y 
empresarios.86 Y agregó que como piezas fundamentales del nuevo progra­
ma de política económica era necesario fomentar la inversión y el empleo. 
Así, desde mediados de ese año se incrementaron los pronunciamientos pú­
blicos de sindicatos y asociaciones patronales acerca de la conveniencia del 
establecimiento de un nuevo pacto económico que sustituyera a los de la 
Moncloa. Ante la presión sindical y patronal para elaborar un nuevo pacto, 
el ministro de Economía, Fernando Abril, declaró que previamente se lleva­
ría a cabo, a finales de septiembre, una "Jornada de Reflexión". A estas jor­
nadas asistirían exclusivamente el gobierno y los representantes de las orga­
nizaciones patronales y sindicales. De este modo, por primera vez el gobierno 
hablaría de forma directa, formal y pública con los empresarios y éstos con 
el gobierno. Sin embargo, a pesar de los pronunciamientos públicos a favor 
de la elaboración de un pacto, este no se consiguió. 

Así, al término del plazo que se había dado el gobierno para establecer 
un pacto económico y social se produjo una serie de huelgas en sectores 
estratégicos como correos, transportes y televisión; poco después se sumó a 
estas huelgas la del tráfico aéreo y hostelería. E l gobierno intentaría paliar la 
carencia del pacto aplicando una serie de medidas de política económica y 
laboral; no obstante, en los últimos meses de ese año las huelgas continua­
ron; en esta ocasión se sumaron a las anteriores las de Renfe y de los sectores 
del metal y de la construcción de Madrid: cerca de medio millón de trabaja­
dores estuvieron implicados en la conflictividad laboral.8 7 Días después, la 

8 6 Al respecto Carlos Ferrer Salat, presidente de la CEOE, durante la 64 sesión de la Confe­
rencia Internacional del Trabajo declaró: "lo más importante sería que nos sentáramos a negociar 
doctamente con las centrales s,ndlcales. El gobierno no puede seguir lanzando leyes que obli­
gan a unos a oponerse y a otros a contraponerse. Las centrales sind.cales creen conseguir más 
presionando al gobierno que negociando con nosotros [...] Un país sin reglas del juego estableci­
das en el campo laboral, definitivamente no puede funcionar. Se necesita con urgencia la instau­
ración de una política que fomente el empleo en base a contratos temporales, contratos a tiem­
po parcial, regulación de jornadas y, sobre todo, el fomento de la movilidad de la mano de obra 
(movilización de plantillas)". Asimismo aseguró: "El principal problema de nuestro país en es­
tos instantes lo constituye el millón de parados, volver a dar confianza al mundo inversor 
español y la creación de un nuevo marco de relaciones laborales que contemple fórmulas de 
negociaciones colectivas y regulación de conflictos", El País, 17 de junio de .978. 

87 El País, 10 y 11 de enero de 1979. 
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conflictividad laboral se generalizó hasta abarcar las provincias de Barcelo¬
na, Lérida, Zaragoza, Asturias v Navarra Dará presionar a las respectivas pa­
tronales en las negociaciones de los distintos convenios.- ' 

La CEOE intivó a cc.oo y UGT para retomar las conversaciones para lograr 
un pacto económico y social, principalmente en lo referente a reformar las 
relaciones laborales. Previamente se realizaron conversaciones en diversos 
ámbitos, entre líderes sindicales, patronales y representantes del gobierno, 
con el propósito de establecer pactos y aligerar la situación provocada por la 
negociación de convenios. A pesar de los llamados que realizaron los dirigen­
tes de la asociación patronal unitaria y de las principales centrales sindicales, 
no evitaron que algunos empresarios y sindicatos se acusaran mutuamente 
de "irresponsabilidad, provocación y electoralismo" en torno a la gran varie­
dad de conflictos laborales existentes en ese periodo con motivo de la negocia­
ción de los convenios.89 

Posteriormente estalló el paro de 90% de los trabajadores de la banca 
privada (del total de 170 mil trabajadores); días después se les sumaron el 
transporte aéreo y asistencia sanitaria.90 Por ese entonces la campaña electo­
ral se encontraba en su punto más álgido, pero la CEOE se mantuvo al margen. 
De tal suerte que en ese periodo, previo a la contienda electoral, la organiza­
ción cúpula empresarial sólo dio a conocer un breve comunicado en el que 
manifestaba su simpatía por las organizaciones políticas de pensamiento l i ­
beral, y más por aquellas que favorecían la defensa de la iniciativa privada y 

^ ^ ^ ^ ^ ^ ^ ^ ^ ^ ^ ^ 
S Í a l ^ b l ^ 
economía de mercado. Por otra parte argumentó: no pueden aceptarse opcio-

sentación total de los trabajadores 9 1 

En esos momentos se realizaron las elecciones generales del 1 de mar­
zo, en las que se repitieron los resultados de las elecciones de junio de 1977. 
De ese modo la victoria electoral fue para la UCD con 35% de los votos; el 
PSOE obtuvo 30.8%; el PCE, el 10.9%; AP, 5.8%; CIU 2.7%; PNV, 1.6%; Partido 

88 El País, 18 de enero de 1979. Días más tarde los conflictos abarcaron al sector de 
servicios (recolección de basura y distribuidores de gas). Véase El País, 24 de enero de 1979. 

" E l País. 2 5 de enero de 1979. 
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Socialista Andaluz (PSA), 1.9%; Herri Batasuna (HB) 1.0% y el resto corres­
pondió a una serie de pequeños partidos de izquierda y regionales. Días des­
pués de las elecciones CEDE, cc.oo y UGT coincidieron en manifestar pública­
mente sus conclusiones respecto al resultado de las elecciones legislativas y 
la continuidad en la negociación de los convenios colectivos. En términos 
generales las posturas coincidieron en valorar positivamente los resultados 
electorales y en demandar del futuro gabinete un ejercicio responsable. Car­
los Ferrer, estimó que los resultados electorales consolidaban el carácter mo­
derado de la sociedad española y "su selección de la alternativa que defiende 
las libertades personales y de empresa.92 

De ahí en adelante se entrará en otra dinámica sociopolítica de la vida 
española. La consolidación de la CEOE entrará en su fase final. La firma de 
acuerdos marco con las centrales sindicales y el gobierno determinarán, por un 
lado, una nueva forma y modo de relación entre capital y trabajo, y por otro, 
una nueva etapa en la consolidación de la democracia en España. La actua­
ción y comportamiento de los empresarios en ese periodo es ya una historia 
contada que sobrepasa los intereses de este trabajo. 

Conclusiones 

Como se ha observado líneas arriba, los empresarios españoles llegan frag­
mentados al proceso de transición política; así, si bien es cierto que existía 
un gran entramado de organizaciones patronales encuadradas en la Organi-

s ^ t i ^ , ^ 

^ a n t h " 
este modo, la ausencia de una organización empresarial cúpula que represen­
tara y agregara los intereses de los empresarios españoles contribuyó a esa 
situación, y por otro lado, tal carencia coadyuvo a que mostraran una actitud 
ambivalente, entre apoyar los esfuerzos democráticos o estar al margen del 
momento político. Así, hasta en tanto no se resolvieron ciertas incógnitas de 
la vida política nacional (por ejemplo el contenido de la reforma política), los 
empresarios no se unieron a la dinámica sociopolítica española, cuyo primer 
logro fue el aceleramiento del proceso asociacionista. 

e s p a r ^ s t e C e ^ 

92 E l País, 8 de marzo de 1979. 
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sarios y del rol de la empresa en el desarrollo nacional; la existencia de inte­
reses comunes, como la defensa de la propiedad privada y la libertad de em­
prender; la elevada conflictividad laboral del periodo de transición; la poli­
tización de las empresas, y la necesidad de contar con un vocero reconocido 
y legitimado tanto por el gobierno como por las fuerzas sindicales que les 
permitiera dialogar y dar ciertas garantías de seguridad y estabilidad tanto 
laboral como política y social. Finalmente, la situación de incert.dumbre y 
quiebra del marco institucional y legal del franquismo, y el proceso de forta­
lecimiento sindical. 

Como se ha visto, en el periodo estudiado se presentaron tres procesos 
paralelos que incidieron en el comportamiento y actitudes del empresariado 
español respecto al cambio de régimen político: un proceso de transición 
política, un proceso de transición económica, y un proceso de asociacionismo 
empresarial. Los dos últimos concentraron la mayor parte de los esfuerzos 
empresariales durante la transición. La crisis económica que vivió la econo­
mía española originó un amplio debate, por lo que en la reorientación y cons­
trucción de un nuevo modelo de desarrollo nacional los empresarios españo­
les no quisieron marginarse de las deliberaciones. 

Desde otro punto de vista, puede advertirse que a la fragmentación, di­
visión y desorientación que enfrentaron los empresarios españoles se sumó 
la carencia de vínculos estrechos, estables y sólidos con los partidos políti­
cos, principalmente de la derecha del espectro ideológico-partidista, lo que 
impidió a los empresarios contar con una representación efectiva en el ámbi­
to político-institucional, de ahí que los empresarios abogaran desde el prin­
cipio de la transición política por la creación de un pacto político-social como 
mecanismo para terminar con el excesivo número de huelgas y la consecuen­
te inestabilidad social; proporcionar cierto grado de certidumbre económica 
y garantizar tranquilidad política, y con ello dotar al país de un escenario que 
permitiera reactivar la producción nacional; finalmente, como un modo de 
allegarse grados de representatividad y legitimidad como organización em­
presarial. 

Por último, se puede afirmar que la actitud de los empresarios españoles 
no fue ni de apoyo incondicional ni de rechazo total al cambio político. Es 
decir, la actitud del empresariado no fue uniforme ni constante. Hubo mo­
mentos de beligerancia y otros de relativo entendimiento. 

Recibido y revisado: Septiembre, 1999 
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